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Honorables Magistrados 

CONSEJO DE ESTADO 

E.  S.  D. 

 

 

Ref.:  ACCION DE TUTELA 

 DE: CARLOS HERNEDIS TRUJILLO PAVA 

CONTRA: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL TOLIMA y JUZGADO 11º 

ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ 

 

 

 

HELENA MARGARITA PIÑEROS OSORIO, mayor y vecina de la ciudad de Ibagué 

Tolima, identificada con la cédula de ciudadanía Numero 1.110.448.502 de Ibagué 

Tol, Abogada en ejercicio, portadora de la T.P. 164.516 del C.S de la J., actuando 

en nombre y representación de CARLOS HERNEDIS TRUJILLO PAVA, 

identificado con la  C.C. 93.448.370 De Chaparral, conforme al poder adjunto a la 

presente, por medio del presente escrito y con mi habitual respeto, manifiesto A 

LOS HONORABLES MAGISTRADOS DEL CONSEJO DE ESTADO, que 

interpongo ACCIÓN DE TUTELA en contra del JUZGADO 11º 

ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ y EL TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DEL TOLIMA, con el fin de que se Tutelen los derechos 

fundamentales AL DEBIDO PROCESO Y A LOS DEMÁS QUE DE OFICIO 

PRECISE Y ADVIERTA LA HONORABLE CORPORACIÓN, por tanto alego la 

existencia de una CAUSAL GENERICA DE PROCEDIBILIDAD DE LA ACCIÓN 

DE TUTELA CONTRA LAS SENTENCIAS JUDICIALES por parte del JUZGADO 

11º ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ, en la Sentencia de fecha 

29 de junio de 2016 y por parte del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL TOLIMA, 

en Sentencia de Segunda Instancia de fecha 7 de octubre de 2020, debidamente 

notificada y ejecutoriada el día 9 de febrero de 2021, providencias proferidas 

dentro del Medio de Control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO, instaurado por mi poderdante CARLOS HERNEDIS TRUJILLO 

PAVA en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO 

NACIONAL, acción constitucional que fundamento en los siguientes: 

 

I. HECHOS 

 

PRIMERO: Mi poderdante junto con su núcleo familiar entablo Medio de control de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho, en contra del MINISTERIO DE DEFENSA 

- EJÉRCITO NACIONAL, el día 8 de febrero de 2013. 

 

En resumen los elementos fácticos y jurídicos del medio de control radicado son 

los siguientes: 

 

 Mi Representado señor CARLOS HERNEDIS TRUJILLO PAVA, ingreso a la 

Carrera de Suboficial del Ejército Nacional, el día 1º de Septiembre de 1990, 
en el grado de Cabo Segundo.  
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 El señor CARLOS HERNEDIS TRUJILLO PAVA estando en servicio activo, 

es condenado por cuenta del Juzgado Primero Penal del Circuito 
Especializado de la ciudad de Ibagué, el día 09 de Julio de 2004, a pena 

privativa de la libertad,  sentencia esta que fue confirmada por el Honorable 
Tribunal Superior de Ibagué, el día 02 de Febrero de 2006, la cual quedo 
plenamente ejecutoriada el día 26 de septiembre de 2007, tal como se 

prueba con los reportes arrojados por la página web de la rama judicial. 
 

Como miembro activo del ejército nacional, cumplió totalmente con la pena 
impuesta y recupero sus derechos civiles, conforme lo certifica el auto de 
fecha 01 de Septiembre de 2011, emitido por el Juzgado Quinto de Ejecución 

de Penas y Medidas de Ibagué. 
 

 Posterior al cumplimiento de la Sanción Penal impuesta, y dando continuidad 

a su carrera militar, éste es ascendido al Grado de Sargento Primero el día 

31 de Agosto de 2007 y posteriormente es llamado a curso de ascenso a 

Sargento Mayor, con sus demás compañeros de promoción, este 

llamamiento a curso de ascenso fue notificado mediante un radiograma 

enviado a la unidad donde desarrollaba sus labores el suboficial. 

 

 El día 30 de Mayo de 2012, por una llamada telefónica realizada por el Jefe 

de Personal del Batallón de Apoyo y Servicio para el Combate No. 6, de la 
ciudad de Ibagué, unidad está a la que pertenecía, se le entera de su 
separación absoluta del Ejercito Nacional.  
 

 El Batallón de ASPC No. 6, realiza la Notificación Personal el día 1º de Junio 

de 2012, y se le hace entrega de una copia simple de la Resolución No. 0810, 
de 30 de mayo de 2010, donde el jefe de recursos humanos del Ejercito 
Nacional, aclarara la resolución 0685 de 7 de mayo de 2012. 

 

Es importante aclarar, que en el momento en que se hace la entrega de la 
copia simple de la Resolución 0810 del 30 de Mayo de 2012, mi poderdante 

desconocía totalmente la existencia de la Resolución 0685 del 07 de 
Mayo de 2012 y había laborado normalmente durante el mes de Mayo de 
2012. 

 
 La notificación en debida forma de la resolución 0685 del 7 de mayo de 2012, 

se realiza solo hasta el día 25 de julio de 2012, una vez surtida la notificación 
se interpusieron dentro de los términos legales los recursos del 
procedimiento administrativo, sin que el Acto Administrativo recurrido 

hubiese sido modificado o revocado por el EJERCITO NACIONAL. 
 

 La Resolución 0685 del 7 de mayo de 2012, cimento la motivación de la 
“Separación Absoluta”, en el Art. 111 y 113 del Decreto 1790 del 2000. 

 

SEGUNDO: El medio de control radicado correspondió inicialmente al JUZGADO 

QUINTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ, qué por auto de fecha 27 

de septiembre de 2013, la admitió y le imprimió el trámite correspondiente. 

 

Posteriormente y por medidas de descongestión judicial, el referido proceso fue 

trasladado en primer lugar al JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DE 

DESCONGESTIÓN DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ y posteriormente ante la creación de 
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Despachos Judiciales permanentes, se trasladó el Medio de Control al recién creado 

JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ.  

 

El señalado despacho judicial, luego del rito correspondiente, emitió sentencia de 

primera instancia el día 29 de junio del año 2016, en dónde se negaron las 

pretensiones de la demanda. 

 

La sentencia emitida fue debidamente recurrida en apelación, por parte del 

apoderado judicial ante el Honorable TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL TOLIMA. 

 

TERCERO: El TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL TOLIMA, una vez realizado el 

trámite de instancia, procedió a emitir sentencia de segunda instancia 

CONFIRMANDO con argumentos diferentes el fallo de primera instancia, el día 7 de 

octubre de 2020, el cual fue notificado a las partes a través de correo electrónico 

el día 20 de octubre de 2020 y cobro ejecutoria en debida forma el día 9 de febrero 

de 2021. 

 

CUARTO: El expediente contentivo del medio de control al que se ha venido 

haciendo referencia, se encuentra en el Despacho del JUZGADO ONCE 

ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ, en el trámite de liquidación de las 

costas procesales. 

 

 

II. FUNDAMENTOS FACTICOS, JURIDICOS Y JURISPRUDENCIALES DE 

LA PRESENTE ACCIÓN CONSTITUCIONAL. 

 

 

Debe tener en cuenta la magna corporación, que conforme lo prevé el Art. 86 de 

la C.P. y lo desarrolla el Decreto 2591 de 1991, la Acción de Tutela es un medio de 

protección inmediato de los Derechos Fundamentales de los Ciudadanos y tiene por 

objeto, el cumplimiento de las garantías reconocidas en la Carta Política de 1991, 

como pilar fundamental del Estado de Derecho. 

 

Aunado a lo anterior, también se debe resaltar, que en principio la Acción Tutelar, 

esta prescrita para por el Art. 1º del Decreto 2591 de 1991, para la protección de 

los derechos fundamentales, que por acción u omisión vulneren todas las 

autoridades públicas, es decir, son susceptibles de ser accionadas todas las 

autoridades nacionales y personas de derecho privado que desempeñen funciones 

públicas. 

 

Pero tratándose de autoridades judiciales, debe decirse, que la procedencia de la 

Acción de Tutela contra sus decisiones, no ha sido un asunto del todo pacífico. Solo 

después de una larga evolución jurisprudencial, se ha llegado a una unificación de 

criterios al respecto, que conforta una tesis de procedencia excepcional de esta 

clase de acciones de Tutela. 
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Para ilustrar el tema, me permitiré citar un aparte de un importante 

pronunciamiento del Máximo Órgano de Cierre de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa, que al respecto sostuvo: 

 

 

CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN QUINTA, Consejero Ponente (E): ALBERTO YEPES BARREIRO, 12 

de Febrero de 2015, Radicación número: 11001-03-15-000-2014-00747-01 

Accionante: Jairo Moncaleano Perdomo. Accionado: Sección Tercera del 

Consejo de Estado y otro. 

 

(…)  

 

2.3. La procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial. 

 

Esta Sección, mayoritariamente, venía considerando que la acción de tutela era 

improcedente cuando se dirigía contra una decisión judicial. Solo en casos 

excepcionales se admitía su procedencia, asuntos estos que estaban 

relacionados con un vicio procesal ostensible y desproporcionado que lesionara 

el derecho de acceso a la administración de justicia en forma individual o en 

conexidad con el derecho de defensa y contradicción. 

 

Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de 

julio de 2012 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la 

procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las 

distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas 

sobre el tema.  

 

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió 

modificarlos y unificarlos para declarar expresamente, en la parte resolutiva de la 

providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.  

 

En la parte motiva se dijo sobre el particular:  

 

“se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala 

Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar 

improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es 

menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después 

del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), 

han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, 

cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales 

fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, 

como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de 

fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que 

resulten violatorias de tales derechos [los fundamentales], observando 

al efecto los parámetros fijados hasta el momento 

Jurisprudencialmente.” (Negrilla fuera de texto)  

 

A partir de ese fallo de la Sala Plena, la Corporación modificó su criterio sobre la 

improcedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, estudia las que se 
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presenten contra providencia judicial para analizar si ellas vulneran algún derecho 

fundamental, observando los parámetros fijados hasta el momento 

jurisprudencialmente como expresamente lo indicó la decisión de unificación. 

(…) 

 

Esta posición jurisprudencial consolidada y ya pacífica del Máximo Órgano de cierre 

de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, tiene su génesis en la Jurisprudencia 

que juiciosamente se ha edificado por parte de la Honorable Corte Constitucional, 

que ha abordado ampliamente el tema, lo ha desarrollado y ha realizado un 

excelente compendio en una sentencia de Unificación Jurisprudencial, que sienta 

las pautas de interpretación y análisis de los requisitos generales y especiales de 

procedibilidad de la acción de tutela contra sentencias judiciales, pronunciamiento 

que me permitiré citar in extenso, para cimentar la tesis de procedencia de la 

presente acción constitucional: 

 

CORTE CONSTITUCIONAL, SALA PLENA, SENTENCIA SU-198 DEL 11 DE 

ABRIL DE 2013, REFERENCIA EXPEDIENTE: T-3258107, M.P. DR. LUIS 

ERNESTO VARGAS SILVA.- 

 

(…) 

 

4. Procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales. 

Reiteración de jurisprudencia 

 

Esta Corporación ha sostenido que la acción de tutela procede excepcionalmente 

contra sentencias y providencias emitidas por los jueces de la república en virtud 

del artículo 86 Superior que, al consagrar la acción de tutela, previó expresamente 

que ella puede ser elevada para obtener la protección inmediata de los derechos 

fundamentales “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por 

la acción o la omisión de cualquier autoridad pública” (negrilla fuera del texto).  

 

Sin embargo, ha subrayado que para salvaguardar la autonomía judicial y la 

seguridad jurídica, principios que también ostentan relevancia constitucional y que 

pueden verse afectados por la revisión en sede de tutela de los fallos judiciales, 

en estos casos el amparo procede solo cuando se reúnen estrictos requisitos 

contemplados en la jurisprudencia. En efecto, en numerosos fallos y, en especial, 

en la sentencia C-590 de 2005, la Corte estableció las causales de orden general 

y especial que debe examinar el juez constitucional para determinar si la acción 

de tutela procede como mecanismo de protección frente a la decisión adoptada 

por otro juez.  

 

4.1. En primer lugar, ha dicho la Corte que la tutela procede únicamente cuando 

se verifica la totalidad de los requisitos generales de procedibilidad que se 

mencionan a continuación:  

 

(i) “Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) 

(ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la 

persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio 

iusfundamental irremediable;(…) 
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(iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez; (…) 

(iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un 

efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los 

derechos fundamentales de la parte actora. (…) 

(v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que 

generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado 

tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y 

(vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”.  

 

Solo cuando la acción de tutela promovida contra un fallo judicial ha superado este 

examen de forma completa, puede el juez constitucional entrar a analizar si en la 

decisión judicial se configura al menos uno de los requisitos especiales de 

procedibilidad. 

 

4.2. Los requisitos especiales de procedibilidad, no son otra cosa que los defectos 

en que puede incurrir la sentencia que se impugna, y que constituyen el aspecto 

nuclear de los cargos elevados contra la sentencia. La citada providencia C-590 

de 2005 sintetizó de la siguiente forma las causales especiales de procedencia. 

Estas son: 

 

“a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió 

la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello.  

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 

completamente al margen del procedimiento establecido.  

c.  Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que 

permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.  

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base 

en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y 

grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión.  

e. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un 

engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión 

que afecta derechos fundamentales. 

f.  Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores 

judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones 

en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su 

órbita funcional. 

g.  Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, 

cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y 

el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos 

casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del 

contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado.  

h.  Violación directa de la Constitución.” 

 

Así las cosas, la procedencia excepcional de la acción de tutela contra 

providencias judiciales no está relacionada con la jerarquía del juez que emite la 

sentencia, sino que  depende de la verificación de la configuración de todos los 

requisitos generales y, al menos, de una causal específica de procedibilidad. De 

este modo se protegen los elevados intereses constitucionales que se materializan 

en la ejecutoria de las providencias judiciales, al tiempo que se garantiza el 

carácter supremo de la Constitución y la vigencia de los derechos fundamentales. 
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(…) (Negrillas y Subrayas a margen de texto).   

 

Aplicadas estas premisas jurisprudenciales al caso sometido a estudio, debe 

decirse, que se cumplen con los requisitos generales de procedibilidad de la acción 

de tutela en contra de providencias judiciales, como se pasará a explicar: 

 

i) El asunto sometido a estudio tiene plena relevancia constitucional, puesto 

que se está vulnerando el Derecho Fundamental al Debido Proceso que tiene 

el aquí accionante CARLOS HERNEDIS TRUJILLO PAVA como 

conciudadano, garantías que como se sabe son de naturaleza 

constitucional y constituyen unas de las bases, para hacer efectivos otros 

derechos fundamentales. 

 

Además, no se puede dejar de lado, que las providencias judiciales que se 

acusan de trasgresoras de los derechos fundamentales, son expedidas en el 

interior de un proceso de judicial, que reviste mayor importancia, puesto que 

fue instituido por el constituyente para garantizar el goce y disfrute de las 

garantías propias del estado social de derecho y además permiten 

materializar los fines y objetivos del Estado contenidos en la Carta Política, 

lo anterior bajo los postulados de acceso a la Administración de Justicia e 

igualdad. 

 

ii) En el presente asunto se agotaron todos los medios de defensa judicial, que 

estaban al alcance del aquí accionante, puesto que las decisiones 

desfavorables devienen de los recursos ordinarios interpuestos 

oportunamente. Lo anterior hace concluir el agotamiento de los medios 

ordinarios de defensa judicial. 

 

iii) Que se cumpla con el requisito de inmediatez, en el caso sometido a estudio, 

debe decirse que la última decisión adoptada por el Despacho accionado, 

donde adquirieron firmeza las decisiones reprochadas, quedo ejecutoriada 

en el 9 de febrero de 2021, es decir,  al momento de la radicación de esta 

tutela, no ha trascurrido un tiempo desproporcionado para cuestionar la 

constitucionalidad de las decisiones judiciales. 

 

iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma 

tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y 

que afecta los derechos fundamentales de la parte actora; en el presente 

asunto, como se sustentara con suficiencia en el siguiente punto, los serios 

yerros en los que incurrieron las autoridades judiciales accionadas, fueron 

trascendentales en las decisiones de fondo adoptadas, todo ello en perjuicio 

de los derechos fundamentales de mi representado. 

 

v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que 

generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere 

alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido 

posible; en el acápite siguiente, se identificaran puntualmente los hechos y 
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omisiones de las autoridades accionadas que constituyen la vulneración, así 

como los derechos fundamentales conculcados, aunado a ello, se resaltara 

que con las pruebas adjuntas y que obran en el proceso judicial, como se 

puede dilucidar, que tales transgresiones de índole constitucional, fueron 

oportunamente alegadas en el proceso, sin que fueran corregidas por los 

aquí accionados. 

 

vi) En el presente asunto, no se controvierten decisiones de tutela. 

 

Cumplidos como se encuentran los requisitos generales de procedibilidad de la 

Acción de Tutela, analizaremos en seguida las causales específicas invocadas y que 

le dan viabilidad a la presente acción de Tutela. 

 

 

 DEFECTO SUSTANTIVO O MATERIAL, COMO UNA DE LAS CAUSALES 

DE PROCEDIBILIDAD ESPECIFICA DE LA PRESENTE ACCIÓN DE 

TUTELA.- 

 

En este acápite de manera detallada y puntual, la suscrita apoderada judicial, 

expondrá como con su actuar los Despachos Judiciales accionados, trasgredieron 

los Derechos Fundamentales del aquí accionante, esto al realizar una indebida 

interpretación y por ende aplicación de las normas que regulan el caso concreto, 

que conllevaron a unas providencias judiciales arbitrarias, caprichosas y ajenas a 

la realidad procesal. 

 

En primer lugar a definirse el Defecto Sustancial, para ello resulta imperioso traer 

a colación un importante pronunciamiento de la Honorable Corte Constitucional 

sobre la materia, que al respecto señalo: 

 

CORTE CONSTITUCIONAL, SENTENCIA T-781 DEL 20 DE OCTUBRE DE 2011, 

M.P. DR. HUMBERTO ANTONIO SIERRA PORTO.- 

 

4. Defecto sustantivo o material. 

(…) 

 

En este sentido, como ha sido perfilado por la jurisprudencia constitucional, se 

podría configurar un defecto sustantivo siempre que: (i) la decisión cuestionada se 

funda en una norma indiscutiblemente inaplicable al caso concreto, por ejemplo, ora 

porque la norma empleada no se ajusta al caso , no se encuentra vigente por haber 

sido derogada , o ha sido declarada inconstitucional ; (ii) a pesar del amplio 

margen interpretativo que la Constitución le reconoce a las autoridades 

judiciales, la interpretación o aplicación que se hace de la norma en el caso 

concreto, desconoce sentencias con efectos erga omnes que han definido su 

alcance; (iii) cuando se fija el alcance de una norma desatendiendo otras 

disposiciones aplicables al caso y que son necesarias para efectuar una 

interpretación sistemática ; (iv) cuando la norma pertinente es inobservada y, por 

ende, inaplicada ; o finalmente, (v) en el evento en que, no obstante la norma en 

cuestión está vigente y es constitucional, no se adecúa a la situación fáctica a la 
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cual se aplicó, porque a ésta, por ejemplo, se le reconocen efectos distintos a los 

expresamente señalados por el legislador. 

 (Negrillas y Subrayas a margen de texto)  

 

Para develar la vulneración alegada, debe tenerse en cuenta, que al medio de 

control referenciado, se arrimaron los medios de prueba idóneos, que permitieron 

tener por demostrados los siguientes hechos relevantes para la presente acción, 

tal como se desprende de la misma sentencia de segunda instancia: 

 

1. El aquí accionante señor CARLOS HERNEDIS TRUJILLO PAVA, se 
desempeñó como Suboficial del Ejército Nacional, desde el día 1º de 

Septiembre de 1990 hasta el día 30 de mayo de 2012. 
 

2. El retiro del Suboficial aquí demandante, se produjo a través de la Resolución 

0685 del 7 de mayo de 2012, aclarada mediante la Resolución 0810 del 30 

de mayo de 2012. 

 

3. El acto administrativo de retiro del uniformado se fundamentó, en la causal 

establecida en el Art. 111 y desarrollada mediante el Art. 113 del Decreto 

1790 de 2000, esto es Separación Absoluta de la Fuerza. 

 

Expuesto lo anterior, resalta la suscrita apoderada, que en el presente asunto las 

decisiones judiciales vilipendiadas, adolecen de la siguiente modalidad de Defecto 

Sustantivo o material: “(ii) a pesar del amplio margen interpretativo que la 

Constitución le reconoce a las autoridades judiciales, la interpretación o aplicación 

que se hace de la norma en el caso concreto, desconoce sentencias con efectos 

erga omnes que han definido su alcance”; Las acusaciones esbozadas, las sustento 

de la siguiente manera: 

 

1. “(II) A PESAR DEL AMPLIO MARGEN INTERPRETATIVO QUE LA 

CONSTITUCIÓN LE RECONOCE A LAS AUTORIDADES JUDICIALES, LA 

INTERPRETACIÓN O APLICACIÓN QUE SE HACE DE LA NORMA EN EL 

CASO CONCRETO, DESCONOCE SENTENCIAS CON EFECTOS ERGA 

OMNES QUE HAN DEFINIDO SU ALCANCE”. 

 

 Del Fallo de Primera Instancia de fecha 29 de junio de 2016, 

proferido por el JUZGADO 11º ADMINISTRATIVO DE IBAGUÉ. 

 

Cómo punto de partida en el presente asunto se debe tener, que las razones 

expuestas por el funcionario fallador de primera instancia para emitir el fallo 

correspondiente, se cimientan principalmente en dos aspectos, los dos totalmente 

contradictorios, abiertamente caprichosos y sin soporte legal valido.  

 

En primer término, el argumento el A quo se enfilo a sostener de manera oficiosa 

(porque no fue alegado como argumento defensivo por la entidad demanda), que 

el Ejército Nacional solo conoció de la sentencia condenatoria con el oficio penal 

No. 1972 del 20 de marzo de 2012, adicionando que no se tiene certeza cuando se 
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radico dicho oficio1.  

 

Este argumento defensivo creado por el fallador de primera instancia de manera 

sorpresiva en su sentencia, carece de cualquier apoyo factico y probatorio, puesto 

que dentro del escenario procesal se observa, que ni la misma entidad demandada 

se atrevió a asegurar y por ende acreditar tal circunstancia. La tesis defensiva 

fabricada por el funcionario de instancia, riñe con la realidad que fue debidamente 

acreditada en el proceso, puesto que de las pruebas recaudadas se puede observar 

que mi prohijado cumplió la condena impuesta dentro de las filas de la institución 

castrense y contrario a lo que tuvo por acreditado el Despacho de primera 

instancia, se puede validar que la dirección de personal de la demandada, emitió 

órdenes y actos administrativos para el cumplimiento de la pena impuesta al 

uniformado, cayéndose por su propio peso el creativo argumento fabricado por el 

juez de instancia. 

 

Ahora bien, como factor de vital importancia, el fallador de instancia en las mismas 

conclusiones vertidas en la Pagina 20 de su fallo, asevera con total certeza que la 

Sentencia Condenatoria emitida contra el aquí accionante TRUJILLO PAVA, quedo 

ejecutoriada una vez quedo en firme el auto del 26 de septiembre de 2007, con lo 

que se deja ver claramente, que para el Despacho de instancia, si existía certeza 

sobre el momento en que se debía empezar a computar el termino establecido en 

el Art. 113 del Decreto 1790 de 2000. 

 

Pero el aspecto donde quizás se avizora mas latentemente la trasgresión del 

derecho fundamental al debido proceso del demandado, por un desconocimiento e 

inaplicación de la norma que debía servir de base para tomar la decisión, se observa 

en el numeral 3.7.1.4 denominado “Contraargumentos”, donde textualmente el 

fallador indica: 

 

 

                                                 
1 Sentencia JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ, del 29 de junio de 2016. Dte: CARLOS 
HERNEDIS TRUJILLO PAVA Vs MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL. Pag.: 20. 
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Se vislumbra que cuando el A quo afirma, que: “en gracia de discusión podría 

sostenerse que el cómputo del termino debería realizarse a partir de la ejecutoria 

del auto del 26 de septiembre de 2007”, desconoce de manera arbitraria e 

injustificada el contenido literal de la norma, esto es el Art. 113 del Decreto 1790 

de 2000, ya que de la simple lectura de la referida normativa, se puede extraer 

que esto no ofrece ninguna discusión, ni contempla circunstancias de excepción o 

inaplicación que puedan llevar al juez de manera deliberada a desconocer 

abiertamente su contenido. 

 

Pero como si lo anterior no fuera lo suficientemente grave, se observa que acto 

seguido el Despacho de instancia sin soporte legal alguno, entra a justificar la 

inaplicación de la norma, soportándose para ello en una valoración subjetiva de la 

conducta delictiva por la que fue enjuiciado el demandante.  

 

De manera abiertamente irresponsable, el Juzgado de Primera Instancia, entra a 

invadir la competencia y esfera del Juez Penal y procede a valorar la conducta 

delictiva que ya fue valorada y enjuiciada por otro Juez de la Republica, como 

Gravísima e indigna de un miembro de la fuerza pública y además señala que si se 

le diera aplicación a la norma aplicable (Art. 113 del Decreto 1790 de 2000), se le 

estaría enviando un mensaje negativo a la tropa, argumento este que ni siquiera 

reposa en los actos administrativos demandados, ni en la contestación de la 

demanda y argumentos defensivos de la entidad demandada. 

 

Y para rematar su conclusión, inaplica el precedente jurisprudencial, esbozando un 

simple argumento de siete líneas donde de una manera anti técnica, entra a valorar 

una conducta como “menos grave” que la otra, calificativo que carece de un soporte 

técnico, normativo y jurisprudencial.  

 

En suma se tiene que el A quo, desconoció abiertamente el contenido del Art. 113 

del Decreto 1790 de 2000, basándose para ello en valoraciones subjetivas que 

carecían de un soporte factico, técnico y jurídico, dejando de lado, que la normativa 

que decidió inaplicar,  es un precepto de índole laboral, que se reviste de la 

legalidad que invoca el Art. 29 y 53 de la Constitución Política de nuestro País.  
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Adicionalmente, y como refuerzo del argumento se debe tener, que del contenido 

literal de la norma multicitada (Art. 113 del Decreto 1790 de 2000) se puede 

deducir lógicamente, que no se deja un espacio interpretativo o deliberativo de la 

aplicación a casos concretos, permitiéndose a la autoridad competente proceder a 

morigerar o inaplicar la norma, por valoraciones subjetivas tales como la gravedad 

del delito que trajo consigo la condena, la buena conducta del militar a quien se le 

debe aplicar la norma, el buen mensaje que ética y moral que se le debe enviar a 

la tropa, etc., contrario a ello se avizora que el legislador acompaño al Articulo el 

imperativo “debiendo ordenarse en todos los casos dentro de los treinta (30) 

días siguientes a la fecha de ejecutoria de la providencia respectiva” (Negrilla y 

Subrayas a Margen de Texto), lo que permite concluir sin lugar a yerro alguno, que 

el querer del legislador fue no permitir excepción alguna a la aplicación de la regla 

normativa.  

 

 Del Fallo de Segunda Instancia de fecha 7 de octubre de 2020, 

proferido por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL TOLIMA. 

 

Sobre el aspecto analizado en este punto específico, esto es el “Defecto Sustantivo 

o Material”, se tiene que aunado a los argumentos esbozados contra el fallo de 

primera instancia, que en gran parte fueron validados por el Ad quem, se deben 

agregar otros, ante un argumento adicional expuesto por Tribunal accionado, para 

desconocer e inaplicar el contenido del Art. 113 del Decreto 1790 de 2000. 

 

Al respecto se dijo2: 

 (…) 

 
 (…) 

 

De lo expuesto por el Ad quem en su sentencia para desconocer y de paso inaplicar 

el contenido del Art. 113 del Decreto 1790 de 2000, se debe decir que carece de 

                                                 
2 Sentencia TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL TOLIMA, del 7 de octubre de 2020. Dte: CARLOS HERNEDIS TRUJILLO PAVA Vs 

MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL. Pag.: 13. 



 

 

 

 

 

                                                                                                                                                                                                           
Carrera 3 No. 8-39 Edificio Escorial Ofc. S4 

Telefax: 2626704 Cel.: 311 288 97 17 – 310 228 86 12 
E-mail: rodriguezypinerosabogados@hotmail.com 

Ibagué – Tolima 

 
 
 
 

un soporte técnico y jurídico como pasaremos a explicar.  

 

La interpretación creada por el Tribunal Accionado, desconoce la finalidad de la 

norma, que no es otra que asignar competencia funcional y temporal para la 

aplicación de una sanción contenida en otra norma, esto se puede extraer de la 

simple lectura del contenido del Art. 113 del Decreto 1790 de 2000, que a su tenor 

dice: 

 

ARTÍCULO 113. AUTORIDAD QUE DISPONE LA SEPARACION.  Las 

separaciones absoluta y temporal de que tratan los artículos anteriores, serán 

dispuestas así: por el Gobierno Nacional, cuando se trate de separación absoluta de 

oficiales; por el Ministro de Defensa, cuando sea separación temporal de oficiales; 

por el comando de fuerza respectiva, para los suboficiales, debiendo ordenarse en 

todos los casos dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de ejecutoria de 

la providencia respectiva. 

 

De la tesis del Tribunal Accionado se puede extraer, que la estipulación de la regla 

de competencia creada por el legislador carece de importancia sustancial, porque 

a su juicio, no se estableció expresamente una consecuencia a su desconocimiento. 

 

Bajo la premisa del accionado Tribunal Administrativo del Tolima, verbigracia el 

acto administrativo hubiese podido ser expedido por cualquier funcionario de la 

entidad demandada, porque la norma no contempla de manera expresa que si el 

Acto Administrativo es expedido por un funcionario diferente al allí enunciado, dicha 

carencia de competencia funcional, deviene en la nulidad del acto administrativo, 

con lo que se desconoce la regla de competencia expresa. 

 

En la tesis planteada en el fallo por el Tribunal Accionado, se extrae que la sola 

configuración de la causal de separación absoluta contenida en el Art. 111 del 

Decreto 1790 de 2000, da lugar al desconocimiento de las reglas de competencias 

fijadas por el mismo legislador, lo que contradice la tesis legal y jurisprudencial 

que sostiene que la falta de competencia es una causal expresa de nulidad de los 

actos administrativos de conformidad con lo establecido en el Art. 137 del 

C.P.A.C.A. 

 

Aunado a lo anterior se tiene que la falta de competencia no se puede limitar al 

factor funcional, temporal o territorial, puesto que de conformidad con la 

Jurisprudencia del H. Consejo de Estado, los tres aspectos no son taxativos o 

excluyentes, al respecto se dijo por el Honorable Tribunal: 

 

CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 
SECCION TERCERA, Consejero ponente: RAMIRO SAAVEDRA BECERRA, 
27 de septiembre de 2006. Radicación número: 11001-03-26-000-2000-
00142-01(19142), Actor: CORPORACION AUTONOMA REGIONAL 
RIONEGRO - NARE –CORNARE, Demandado: LA NACION - MINISTERIO DE 
HACIENDA Y CREDITO PUBLICO. 
 
(…) 
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Ahora bien, la competencia se encuentra determinada básicamente por tres 

elementos que no son taxativos ni excluyentes entre sí: material, temporal y 

territorial, cuya vulneración vicia de nulidad el acto. La incompetencia en razón 

de la materia se concreta sobre el objeto específico del acto, esto es, sobre las 

potestades asignadas por el ordenamiento jurídico a la administración y, puede 

darse por ejercicio de potestades de las que se carece y que están en cabeza 

de otro, por ejercicio de competencias inexistentes, o por exceso en el ejercicio 

de las potestades asignadas. 

 

Por su parte, la incompetencia en razón de la temporalidad, hace referencia a 

los casos en que las competencias asignadas a un órgano o funcionario de la 

administración, deben ser ejercidas bajo condiciones de tiempo y, puede ocurrir 

que las potestades se ejerzan antes o con posterioridad al momento en que la 

administración podía actuar válidamente.  

 

Y la incompetencia en razón del territorio se presenta cuando las competencias 

se ejercen por fuera del ámbito territorial asignado al organismo o funcionario de 

la administración. 

 

Esas competencias y ámbitos de acción de los órganos del Estado plasmados 

de manera general en la Constitución, se concretan de manera precisa para cada 

cargo o empleo público a través de la Ley y el reglamento. 

 

(…) 

 

En ese orden de ideas, cuando la administración opera por fuera de sus 

competencias asignadas constitucional o legalmente, viola el principio de 

juridicidad y el acto con el cual ejecuta dicha violación es calificado como 

un acto antijurídico y se encuentra viciado de nulidad, la cual será 

declarada por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, cuando 

sea incoada la acción de nulidad del artículo 84 del C. C. A. 

(…) (Negrillas y Subrayas a Margen de Texto) 

 

Así las cosas se tiene, que entrar a desconocer las normas que regulan la 

competencia temporal y funcional para la emisión de un acto administrativo es 

abiertamente inconstitucional e ilegal, puesto que tales previsiones son garantía 

de Debido Proceso y Legalidad de las actuaciones de las autoridades 

administrativas y su desconocimiento no solo trasgreden la seguridad jurídica de 

los ciudadanos, sino que además permiten que la administración proceda de una 

manera arbitraria y caprichosa al momento de proferir sus decisiones.  

 

Además debe considerar el Honorable Juez Constitucional en el caso concreto, que 

las normas que se inaplican e interpretan de manera contraevidente, son de 

carácter laboral, puesto que regulan nada más y nada menos que la permanencia 

de un uniformado en su carrera militar, lo que afecta su proyecto y condiciones 

futuras de vida, es por ello, que para el análisis, interpretación y aplicación de las 

normas del multicitado Decreto 1796 de 2000, se debe tener en cuenta en su 

integralidad del contenido del Art. 53 de la Constitución Política de Colombia, 

específicamente en lo que atañe a la “situación más favorable al trabajador en caso 
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de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho”. 

 

Por ultimo en el presente acápite se debe decir, que el Tribunal aquí accionado 

pretendió soportar su tesis en un fallo de tutela emitido por el H. Consejo de Estado, 

el cual por naturaleza tiene efectos inter partes, desconociendo que las 

circunstancias fácticas son disimiles, tal como lo pasaremos a explicar en el 

siguiente punto. 

 

 

 DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE, COMO UNA DE LAS 

CAUSALES DE PROCEDIBILIDAD ESPECIFICA DE LA PRESENTE 

ACCIÓN DE TUTELA.- 

 

Como premisa inicial de la tesis argumentativa que pasaremos a plantear, se tiene 

que el Tribunal Administrativo del Tolima en su fallo aquí acusado de trasgresor de 

Derechos, soporto el desconocimiento a la falta de competencia temporal con la 

que fue emitido el Acto demandado, en un pronunciamiento del Honorable Consejo 

de Estado – Sección Cuarta, dentro de la Acción de Tutela Radicado 

11001031500020180341400, Actor Jonathan Caicedo Vargas. 

 

Al respecto debe decirse, que el máximo órgano de cierre de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa, en relación con el desconocimiento del precedente 

judicial ha establecido: 

  

CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, 

SECCION CUARTA, Consejero ponente: JORGE OCTAVIO RAMIREZ 

RAMIREZ, 11 de mayo de 2016, Radicación número: 11001-03-15-000-2016-

00380-00(AC), Actor: DEPARTAMENTO DE SANTANDER Y OTRO, 

Demandado: CONSEJO DE ESTADO, SECCION TERCERA. 

(…) 

5. Del supuesto desconocimiento del precedente  

 

5.1. Para la Sala, los elementos imprescindibles para establecer el 

desconocimiento del precedente son los siguientes: (i) la existencia de una o 

varias decisiones judiciales que guardan identidad fáctica y jurídica con el caso en 

que se solicita su aplicación (existencia del precedente); (ii) que tales decisiones 

(precedentes) eran vinculantes para la autoridad judicial demandada, tanto por ser 

el precedente vigente, como por tener la fuerza vinculante suficiente (precedente 

vinculante); (iii) que la decisión judicial que se cuestiona en sede de tutela es 

contraria al precedente vinculante (contradicción con el precedente vinculante), 

(iv) y que el juez de instancia no presentó una justificación razonable para 

apartarse del precedente vinculante (inexistencia de justificación razonable para 

separarse del precedente). 

 

Se avizora de la reiterada jurisprudencia del H. Consejo de Estado3, que como 

elemento imprescindible para corroborar la vulneración de derechos como el de la 

                                                 
3 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION CUARTA, Consejero ponente: JORGE 

OCTAVIO RAMIREZ RAMIREZ, 12 de noviembre de 2015, Radicación número: 11001-03-15-000-2015-01844-00(AC), Actor: JHON 
JAIRO SERPA ZAMBRANO Y OTROS Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA Y OTROS. 
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igualdad, debe existir fundamentos facticos similares en el precedente que se 

invoca desconocido. 

   

Acto seguido procederemos a demostrar de manera clara y evidente como el 

Tribunal Accionado, procedió sin justificación alguna, a desconocer un precedente 

vertical, vertido dentro de una acción de la misma naturaleza esto es Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho y que guarda una completa identidad fáctica y 

jurídica, por analizarse en ella el alcance de una norma similar al Art. 113 del 

Decreto 1790 de 2000. 

 

Sobre la carencia de competencia temporal y la consecuente nulidad del acto que 

dispone la separación de un uniformado por trasgresión de aquella, el máximo 

órgano de cierre de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, dentro de un asunto 

con similitud fáctica y jurídica sostuvo lo siguiente: 

 

Consejo de Estado - Sección Segunda, Subsección "B", Consejero Ponente 

Dr. VICTOR HERNANDO ALVARADO ARDILA, Veintitrés (23) de Septiembre 

de Dos Mil Diez (2010). Radicación número: 41001-23-31-000-2002-01510-

01(0405-10). 

(…) 

En todo caso, y previamente a definir dicha situación, vale la pena resaltar que 

el referido condicionante no se considera como un mero formalismo sino 

como un asunto de competencia por el factor temporal, ligado a razones 

de debido proceso así como de motivación del acto que disponga la 

separación, en la medida en que evidencia un vínculo de cercanía entre el 

hecho alegado y la decisión de la administración. 

(…) 

En el presente asunto, de conformidad con lo expuesto en la Resolución de 

desvinculación, la ejecutoria de la providencia proferida en segunda instancia por 

el Tribunal Superior Militar ocurrió el 14 de enero de 2002 y el retiro se produjo 

mediante acto del 28 de agosto de 2002, esto es, luego de 7 de meses de 

ejecutoriada la misma, tiempo más que superior al establecido en el Decreto 262 

de 1994 para disponer el retiro del actor. 

 

Por lo expuesto, entonces, encuentra la Sala una irregularidad en la 

expedición del acto y una causal de falta de competencia, por el factor 

temporal, que llevan a que se declare la ilegalidad del acto demandado, en 

tanto, se reitera, la separación del cargo se produjo fuera del término que 

consagró la norma para ello. 

(Negrillas y Subrayas a Margen de Texto) 

 

Analizado el precedente jurisprudencial citado, se tiene que el mismo se ajusta 

perfectamente a los elementos facticos y jurídicos del caso sometido a estudio, 
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puesto que bajo el análisis de una acción de Nulidad y Restablecimiento, donde se 

juzga la legalidad de un Acto Administrativo, el máximo Tribunal concluyo que la 

falta de competencia temporal en eventos como el planteado, trae como 

consecuencia la indefectible nulidad del acto demandado. 

 

Nótese que el análisis factico y jurídico efectuado por el Consejo de Estado en el 

recién citado fallo, no tiene en cuenta circunstancias particulares e individuales 

propias de una acción de tutela, donde se plantean trasgresiones a derechos con 

fundamento en hechos propios y específicos, lo que desencadena la emisión de 

sentencias con efectos inter partes, cuyo análisis se debe realizar bajo el referido 

limitante. 

 

Se realiza la anterior precisión, porque el Tribunal Administrativo accionado, al 

momento de inaplicar el precedente vertical arriba citado no dio una justificación 

lógica, coherente y con soporte jurídico, que permita evidenciar que la tesis 

jurisprudencial fue desechada por un mejor argumento, que no solo tuviera un 

cimiento en el ordenamiento jurídico colombiano, si no que se compadeciera con 

las normas constitucionales que gobiernan la materia, esto es el principio de 

favorabilidad en la interpretación de la ley laboral, contenido en el Art. 53 de la 

C.P., ya citado en la presente acción.  

 

Por último se enfilaran argumentos que permitirán concluir, que el Tribunal 

Accionado erro al momento de soportar una decisión tan relevante en el proyecto 

de vida de mi representado, en una sentencia vertida dentro de una acción de 

tutela donde se consideraron circunstancias particulares como pasaremos a 

exponer. 

 

Como punto de partida se tiene, que el Tribunal Administrativo del Tolima, al 

momento de traer a colación la sentencia de tutela del Honorable Consejo de 

Estado – Sección Cuarta, Radicado 11001031500020180341400, Actor JONATHAN 

CAICEDO VARGAS, omitió (o al menos eso se evidencia de la cita efectuada), la 

valoración de las circunstancias particulares que rodearon la acción de tutela 

citada. 

 

No se tuvieron en cuenta al menos tres aspectos de vital importancia que señalan 

una marcada diferencia en las circunstancias de tiempo, modo y lugar que rodearon 

los dos casos, a saber: 

 

1) En el fallo de Tutela citado por el Tribunal, se tiene que la Sentencia 

condenatoria penal quedo ejecutoriada el día 16 de mayo de 2012 y el Decreto 

que dispuso la separación absoluta se emitió el 20 de septiembre de 2012, es 

decir que entre las dos fechas solo trascurrieron 4 meses y 4 días.  

 

En cambio en el caso del aquí accionante CARLOS HERNEDIS TRUJILLO PAVA, 

la ejecutoria de la sentencia condenatoria se produjo el 26 de septiembre de 

2007 y el acto administrativo que dispuso la Separación Absoluta se emitió el 

30 de mayo de 2012, es decir 4 años y 8 meses después. 
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2) En la sentencia de Tutela citada por el Tribunal, la emisión del Decreto se realizó 

cuando el uniformado estaba cumpliendo el periodo de sanción punitiva que 

resulto ser de seis (6) meses. 

 

En cambio en el caso de mi prohijado, el mismo purgo completamente su 

sanción punitiva en su calidad de miembro activo de la institución castrense y 

así no solo lo acepto, si no lo facilito el demandado ejército nacional al permitir 

la ejecución de la pena se diera al interior de una guarnición militar. En el 

escenario procesal se acredito que el Juzgado 5º de Ejecución de Penas y 

Medidas de Seguridad a través del Auto fechado 1º de septiembre de 2011 

declaro la extinción de las penas impuestas y se restituyeron los derechos 

civiles y políticos del demandante. 

 

3) En el caso de mi prohijado CARLOS HERNEDIS TRUJILLO PAVA, después de 

ejecutoriada la sentencia, se ordenaron dos ascensos de rango, lo que permite 

concluir que cumplió cabalmente con los requisitos exigidos en el Art. 52 y 54 

del Decreto 1790 de 2000.  

 

Los anteriores aspectos facticos que diferencian una situación de la otra, son 

ampliamente relevantes, puesto que la divergencia temporal que existen en uno y 

otro caso, denotan una clara falta de inmediatez y por ende falsa motivación del 

acto administrativo que dispone la separación absoluta de mi prohijado. 

 

Resulta totalmente disímil e incomparable tan amplia diferencia en los tiempos en 

los que se presentó la infracción de la falta de la competencia temporal en uno y 

otro caso, puesto que como se resaltó en el caso de la sentencia de tutela citada 

por el Tribunal Accionado, solo pasaron tres meses y además se tiene que estaba 

en ejecución de la sentencia, en cambio en el caso del aquí accionante son casi 5 

años después, cuando ya no solamente la sentencia condenatoria se había 

cumplido a cabalidad, sino que además, se habían adquirido derechos de carrera 

como dos ascensos. 

 

En relación con los ascensos, el Decreto 1790 de 2000 sostiene: 

 

ARTÍCULO 52. REQUISITOS COMUNES PARA ASCENSO. Para ingresar y 

ascender en las Fuerzas Militares se requiere acreditar condiciones de 

conducta, profesionales y sicofísicas como requisitos comunes para todos los 

oficiales y suboficiales y además cumplir las condiciones específicas que este 

Decreto determina. 

 

ARTÍCULO 54. REQUISITOS MÍNIMOS PARA ASCENSO DE 

SUBOFICIALES. Los suboficiales de las Fuerzas Militares podrán ascender en 

la jerarquía al grado inmediatamente superior, cuando cumplan los siguientes 

requisitos mínimos: 

 

a. Tener el tiempo mínimo de servicio efectivo establecido para cada grado en el 

presente Decreto. 
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b. Capacidad profesional, acreditada con las evaluaciones anuales y las 

calificaciones de los cursos y exámenes para ascenso establecidos por los 

respectivos comandos de fuerza. 

 

c. Acreditar aptitud sicofísica de acuerdo con el reglamento vigente. 

 

d. Acreditar los tiempos mínimos de servicio en tropas o de embarco, de acuerdo 

con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional. 

 

e. Tener la clasificación para ascenso de acuerdo con el reglamento de 

Evaluación y Clasificación. 

(Negrillas y Subrayas a Margen de Texto) 

  

Nótese entonces, que el hecho de que mi poderdante no solo hubiese permaneció 

en la institución castrense por casi 5 años después de ejecutoriada la sentencia 

condenatoria, sino que además hubiese ascendido en su carrera dentro de las 

misma, da cuenta que para la entidad demandada, los derechos de carrera no se 

perdieron y por ende se consolido el derecho de continuar en la misma, lo que a 

todas luces consolido una seguridad jurídica que beneficio a mi poderdante. 

 

Al producirse la separación absoluta del cargo, casi 5 años después de la fecha en 

que la entidad tenía la competencia temporal para hacerlo, deja entrever que la 

entidad demandada utilizo una justificación precluida, para cercenar los derechos 

de carrera de mi poderdante, lo que indefectiblemente genero la trasgresión de los 

derechos que debieron ser restituidos por las autoridades aquí accionadas. 

 

De esta manera quedan ampliamente justificadas las razones fácticas y jurídicas 

que soportan la acusación, que se le realiza a las providencias judiciales emanadas 

de las autoridades aquí accionadas. 

 

Con fundamento en los argumentos expuesto realizo las siguientes: 

 

III. PRETENSIONES 

 

PRIMERA: Que se declare que los accionados TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DEL TOLIMA y JUZGADO 11º ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

IBAGUÉ,  son responsables de la Vulneración y puesta en peligro de los Derechos 

Fundamentales AL DEBIDO PROCESO Y DEMAS QUE DE OFICIO CONSIDERE 

LA HONORABLE CORPORACIÓN de mi poderdante CARLOS HERNEDIS 

TRUJILLO PAVA. 

 

SEGUNDA: Que como consecuencia de lo anterior, se sírvase ORDENAR a Los  

Accionados TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL TOLIMA y JUZGADO 11º 

ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ, dejar sin efecto ni valor jurídico 

las Sentencias del 29 de junio de 2016 y 7 de octubre de 2020 respectivamente, 

proferidas dentro del Medio de Control de Reparación Directa, adelantado por mi 

representado EDILBERTO BOLIVAR MARTINEZ QUIRAMA Y OTROS en contra 

de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL,  por ser 
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estos violatorios de los derechos fundamentales de mi representado. 

 

TERCERA: Con las atribuciones que le otorga, el ser juez Constitucional, sírvase a 

ORDENAR al TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL TOLIMA y JUZGADO 11º 

ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ, emitir un nuevo 

pronunciamiento, ajustado a Derecho, donde se acojan los Precedentes 

Jurisprudenciales aquí relacionados y se de aplicación a lo contenido en el Art. 113 

del Decreto 1790 de 2000, de conformidad con lo que señale la Honorable 

Corporación. 

 

CUARTA: Que se hagan las demás declaraciones que estimen convenientes los 

Honorables Consejeros de Estado. 

 

IV. PRUEBAS  

 

 Sírvase tener como tales las siguientes: 

 

1. Poder debidamente otorgado para actuar. 

2. Fotocopia simple de la Sentencia proferida en Primera Instancia por el Juzgado 

11º Administrativo del Circuito de Ibagué, de fecha 29 de junio de 2016. 

3. Escrito por medio del cual se interpone el recurso de Apelación en contra de la 

Sentencia de Primera Instancia. 

4. Fotocopia simple de la Sentencia de Segunda Instancia, proferida por el 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL TOLIMA, de fecha 7 de octubre de 2020. 

 

OFICIOS 

 

De manera muy respetuosa, le solicito que se Sirva oficiar a la siguiente entidad 

para que envié la documentación requerida: 

 

 Que se oficie al Juzgado 11º Administrativo del Circuito de Ibagué, para que 

se sirva allegar con destino a la Acción de la Referencia, en calidad de 

préstamo el expediente identificado con el Número de Radicación: 

73001333300520130005700, correspondiente al Medio de Control de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho, adelantado por mi representado 

CARLOS HERNEDIS TRUJILLO PAVA en contra de la NACIÓN – 

MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO NACIONAL. 

 

 

V. COMPETENCIA, PROCEDENCIA Y JURAMENTO 

 

Son ustedes competentes Honorables Magistrados del Honorable Consejo de 

Estado, en virtud del Artículo 86 de la Constitución Política, Decreto 2591 de 1991 

– Decreto 1382 de 2000 y específicamente el Numeral 5º del Art. 2.2.3.1.2.1. del 

Decreto 1069 de 2015 modificado por el Art. 1º del Decreto 333 del 6 de abril de 

2021, Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 y el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas de 1966. 
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La presente acción es procedente en virtud a que no hay otro mecanismo legal 

para la protección de las garantías del aquí accionante, puesto que la 

sentencia que se solicita se deje sin efecto es de Segunda Instancia y contra ella 

no proceden recursos ordinarios. 

 

Manifiesto bajo la gravedad del Juramento, que mi representado no ha 

interpuesto otras acciones de tutela por los mismos hechos.  

 

VI.    NOTIFICACIONES 

 

Los accionados recibirán notificación así: 

 

JUZGADO 11º ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ, a través del 

buzón de notificaciones: adm11ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 

EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL TOLIMA, a través del buzón de 

notificaciones: stadtol@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 

La suscrita y mi poderdante las recibiremos en la Carrera 3ª No. 8-39 Nivel S-4, 

del Edificio “Escorial” de la Ciudad de Ibagué Tolima, en el buzón de notificaciones 

electrónicas: rodriguezypinerosabogados@hotmail.com.  

 

 

 

De los Honorables Consejeros, 

 

 

 

 

Cordialmente, 

 
HELENA MARGARITA PIÑEROS OSORIO 

C.C. 1.110.448.502 De Guamo Tol. 

T.P. 164.516 Del C.S. De la J. 
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